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Gerencia y para la ejecución del presente Convenio mediante el uso de 
internet, el Ayuntamiento accederá a dicha Base de Datos, bien a través 
de un enlace de comunicaciones específico, cuya instalación y manteni-
miento será por cuenta de la entidad colaboradora, o bien directamente, 
en la sede de la propia Gerencia.

Cláusula adicional.

Con carácter complementario a las obligaciones estableci das en el 
presente Convenio, el Ayuntamiento se compromete a entregar a la 
Gerencia, a efectos estadísticos, los datos resultantes de la gestión tributa-
ria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y los establecidos en el artículo 69 
del Real Decreto 417/2006.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio en dupli-
cado ejemplar en el lugar y fecha anterior mente indicados.–El Director 
General del Catastro, Ángel Manuel Álvarez Capón, y el Alcalde-Presi-
dente del Ayuntamiento de La Frontera, David Cabrera de León. 

 15130 RESOLUCIÓN de 2 de septiembre de 2008, de la Dirección 
General del Catastro, por la que se publica Convenio con el 
Colegio de Abogados de Santa Cruz de la Palma.

Habiéndose suscrito entre la Dirección General del Catastro y el Ilus-
tre Colegio de Abogados de Santa Cruz de la Palma un Convenio de cola-
boración en materia de Gestión Catastral, procede la publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado» de dicho Convenio, que figura como anexo 
de esta Resolución.

Lo que se hace público a los efectos oportunos.
Madrid, 2 de septiembre de 2008.–El Director General del Catastro, 

Ángel Manuel Álvarez Capón.

ANEXO

Convenio entre la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos 
(Dirección General del Catastro) y el Ilustre Colegio de Abogados 
de Santa Cruz de La Palma, de colaboración en materia de gestión 

catastral

En Madrid y Santa Cruz de la Palma, a uno de septiembre del año dos 
mil ocho.

De una parte: D. Ángel Manuel Álvarez Capón, Director General del 
Catastro, en ejercicio de las competencias que tiene delegadas por Reso-
lución de la Secretaría de Estado de Hacienda y Presupuestos de 13 de 
mayo de 2008 (BOE n.º 118, de 15 de mayo).

De otra parte: D.ª Milagros Fuentes González, Decana del Ilustre 
Colegio de Abogados de Santa Cruz de La Palma, cuya representación 
desempeña de conformidad con el artículo 48.2 del Estatuto General de 
la Abogacía Española, aprobado por Real Decreto 658/2001, de 22 de 
junio.

EXPONEN

Primero.–El texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, apro-
bado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, establece en su 
artículo 4 que la formación y mantenimiento del Catastro Inmobiliario y la 
difusión de la información catastral es de competencia exclusiva del 
Estado y que dichas funciones se ejercerán por la Dirección General del 
Catastro, directamente o a través de las distintas fórmulas de colabora-
ción que se establezcan con las diferentes Administraciones, Entidades y 
Corporaciones Públicas.

Por su parte, el Real Decreto 1552/2004, de 5 de junio, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Economía y 
Hacienda establece que la Dirección General del Catastro ejercerá las 
funciones relativas a la formación, mantenimiento, valoración y demás 
actuaciones inherentes al Catastro Inmobiliario.

Segundo.–El Real Decreto 417/2006, de 7 de abril (BOE de 24 de abril), 
por el que se desarrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobi-
liario, en su Título IV incluye las previsiones normativas necesarias para 
fijar el marco al que deben someterse los convenios que, sobre la colabo-
ración en materia de gestión catastral, se suscriban, así como el régimen 
jurídico específico de los mismos.

Tercero.–El artículo 92 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, relativo al principio de colaboración social en la gestión de 
tributos, establece que ésta podrá instrumentarse a través de acuerdos 
entre la Administración Tributaria y las entidades interesadas.

Cuarto.–De conformidad con la disposición adicional tercera del 
citado Real Decreto 417/2006, la Comisión Provincial de Asistencia Jurí-
dica Gratuita de la isla de La Palma ha autorizado al Ilustre Colegio de 
Abogados de Santa Cruz de La Palma a acceder a los datos catastrales de 
carácter protegido necesarios para la tramitación de las solicitudes de 
reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

Quinto.–El marco normativo para el ejercicio de la profesión de abo-
gado que constituye el Estatuto General de la Abogacía Española define 
la función y características de la abogacía en su primer artículo como una 
profesión libre e independiente que presta un servicio a la sociedad en 
interés público, asumiendo en exclusiva la función de defensa y asisten-
cia letrada.

La suscripción del presente Convenio amplía aún más las posibilida-
des de prestaciones de los colegiados y del Colegio a quienes les enco-
mienden el cuidado de sus intereses y a la sociedad en general y responde, 
en el marco básico de colaboración fijado por el convenio suscrito con el 
Consejo General de la Abogacía Española el 7 de marzo de 2007, a la con-
veniencia de abrir nuevos cauces de cooperación con la Dirección Gene-
ral del Catastro, lo que propiciará además la consecución del común 
objetivo de acercamiento de la Administración pública a los ciudadanos.

Por otra parte, la fórmula de actuación suscrita permite facilitar a los 
interesados el cumplimiento de sus obligaciones tributarias ante el Catas-
tro y acceder telemáticamente a la información catastral a través del 
Punto de Información Catastral, cuya gestión asumirá el Ilustre Colegio 
de Abogados de Santa Cruz de La Palma. Permite, además, la obtención 
telemática de los necesarios datos catastrales para la tramitación de las 
solicitudes de reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gra-
tuita, a través de la Oficina Virtual del Catastro.

En consecuencia, las partes intervinientes proceden a la formalización 
del presente convenio de acuerdo con las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio–Es objeto del presente convenio la 
colaboración entre la Dirección General del Catastro, a través de la 
Gerencia Territorial del Catastro de Santa Cruz de Tenerife, y el Ilustre 
Colegio de Abogados de Santa Cruz de La Palma (en adelante Colegio), 
para el desarrollo de actuaciones dirigidas a facilitar a los ciudadanos la 
consulta y certificación de datos catastrales, así como la presentación de 
declaraciones ante el Catastro, en régimen de encomienda de gestión, de 
acuerdo con las condiciones que figuran especificadas en las cláusulas 
del convenio, cuyo ámbito territorial de aplicación es el propio de la 
demarcación del Colegio.

Es objeto, además, del presente Convenio la obtención telemática de los 
necesarios datos catastrales para la tramitación de las solicitudes de reco-
nocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, a través de la Ofi-
cina Virtual del Catastro, en los términos que más adelante se exponen.

Segunda. Establecimiento de un punto de información catastral.–El 
Colegio se compromete a prestar el servicio de acceso electrónico a la 
información catastral mediante el establecimiento en su sede de Santa 
Cruz de La Palma, de un Punto de Información Catastral, en las condicio-
nes establecidas en el artículo 72 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, 
por el que se desarrolla el texto refundido de la Ley del Catastro Inmobi-
liario, y en la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que 
se aprueba el régimen jurídico de establecimiento y funcionamiento de 
los Puntos de Información Catastral.

El Punto de Información Catastral permitirá la consulta y certificación 
telemática de la información incorporada a la Base de Datos Nacional del 
Catastro y será gestionado por el Colegio, mediante el acceso a la Oficina 
Virtual del Catastro, previo consentimiento del titular catastral de los 
inmuebles, que será necesario siempre que se pretenda acceder a datos 
catastrales protegidos.

La utilización de dicho servicio no se condiciona a la pertenencia al 
Colegio que suscribe el presente convenio. Las solicitudes de información 
catastral y la documentación que debe acompañarlas podrán presentarse 
en el Punto de Información Catastral por medios electrónicos, informáti-
cos o telemáticos. Igualmente, la información catastral podrá entregarse 
al solicitante por los mismos medios.

Con la periodicidad que acuerde la Comisión mixta de vigilancia y 
control, y como máximo, mensualmente, se remitirá por el Colegio a la 
Gerencia Territorial del Catastro de Santa Cruz de Tenerife a efectos de su 
control, las solicitudes presentadas por los interesados y la documenta-
ción que las acompañe, entre la que se encontrará la del consentimiento a 
que se refiere el párrafo anterior y, en su caso, el documento por el que se 
acredite la representación que ostente el solicitante, todo lo cual podrá 
realizarse por medios telemáticos, en cuyo caso el Colegio conservará la 
documentación original a disposición de la citada Gerencia.

Tercera. Asistencia Jurídica gratuita.–El Colegio obtendrá telemá-
ticamente, sin requerir el consentimiento del titular catastral, la informa-
ción que requiera para la tramitación de las solicitudes de reconocimiento 
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del derecho a la asistencia jurídica gratuita, lo que hará a través del sis-
tema de información del Consejo General de la Abogacía.

La obtención de dicha información por parte del Colegio a través del 
sistema del Consejo General de la Abogacía se someterá a lo dispuesto en 
la Resolución de la Dirección General del Catastro, por la que se aprueban 
los programas y aplicaciones informáticas para la consulta de datos catas-
trales y la obtención de certificados catastrales telemáticos.

Cuarta. Presentación de declaraciones.–Los colegiados, actuando 
como mandatarios de los obligados tributarios, podrán presentar las 
declaraciones catastrales correspondientes a aquellas alteraciones inmo-
biliarias que éstos les encomienden, siempre que correspondan a altera-
ciones inmobiliarias localizadas en municipios cuyos Ayuntamientos no 
se hayan acogido al procedimiento de comunicación previsto en el artícu- 
lo 14. b del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario o por 
hechos, actos o negocios jurídicos sobre los que no se haya establecido el 
procedimiento de comunicación.

Previamente a su presentación, los colegiados deberán remitir al Cole-
gio las declaraciones catastrales para la comprobación y verificación de 
la calidad de los datos consignados y de la documentación aportada. 
Cuando las declaraciones se hubieran cumplimentado incorrectamente o 
no se hubiera aportado la documentación preceptiva, el Colegio proce-
derá a su devolución para que sean subsanados los defectos que se hubie-
ren observado.

Realizado este trámite, el Colegio o los propios colegiados presenta-
rán las declaraciones en la Gerencia Territorial del Catastro de Santa Cruz 
de Tenerife, o bien, directamente en el Ayuntamiento del municipio en el 
que se ubiquen los inmuebles, siempre que dicho Ayuntamiento haya sus-
crito un convenio de colaboración con la Dirección General del Catastro 
para la tramitación de las declaraciones catastrales.

A estos fines, el Colegio y la Gerencia Territorial del Catastro de Santa 
Cruz de Tenerife, podrán acordar en el seno de la Comisión mixta de vigi-
lancia y control, el procedimiento de registro de documentos que se 
estime más adecuado para garantizar el cumplimiento de los plazos regla-
mentariamente establecidos para la presentación de declaraciones ante el 
Catastro o sus entidades colaboradoras.

Quinta. Protección de datos de carácter personal.–El Colegio, en el 
ejercicio de las funciones previstas en el presente Convenio, adecuará 
sus actuaciones a la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protec-
ción de Datos de Carácter Personal, así como al Real Decreto 1720/2007, 
de 21 de diciembre, por el que se aprueba su desarrollo reglamentario, al 
texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real 
Decreto 1/2004, de 5 de marzo, al Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, 
por el que se desarrolla dicho texto refundido, así como a la Resolución 
de la Dirección General del Catastro reguladora de la gestión del Punto 
de Información Catastral.

Sexta. Régimen Jurídico.–El presente Convenio se suscribe al amparo 
de lo establecido en el artículo 4 del texto refundido de la Ley del Catastro 
Inmobiliario, así como en los artículos 62 y siguientes del Real Decreto 417/
2006, de 7 de abril, por el que se desarrolla dicho texto refundido.

Serán competentes los Tribunales del orden jurisdiccional conten-
cioso-administrativo, para resolver los litigios que pudieran surgir sobre 
la interpretación, cumplimiento, extinción, resolución y efectos del pre-
sente convenio, así como sobre las responsabilidades por los perjuicios 
que, con motivo del ejercicio de las funciones pactadas, el Colegio o sus 
colegiados, puedan causar a la Dirección General del Catastro.

Séptima. Comisión mixta de vigilancia y control.–Se constituirá 
una Comisión mixta de vigilancia y control que, formada por dos miem-
bros de cada parte, será presidida por el Gerente Territorial del Catastro 
de Santa Cruz de Tenerife y que velará por el cumplimiento de las obliga-
ciones de ambas partes, adoptará cuantas medidas y especificaciones 
técnicas sean precisas y resolverá las cuestiones que puedan plantearse 
sobre la interpretación y cumplimiento del convenio.

 La Comisión mixta de vigilancia y control deberá constituirse formal-
mente en un plazo máximo de un mes desde la formalización del presente 
Convenio. Dicha Comisión celebrará cuantas sesiones extraordinarias 
sean necesarias para el cumplimiento de sus fines, previa convocatoria al 
efecto de su Presidente, por propia iniciativa o teniendo en cuenta las 
peticiones de los demás miembros. En todo caso, la Comisión mixta de 
vigilancia y control se reunirá ordinariamente una vez al año, a fin de 
verificar y comprobar el resultado de las obligaciones contraídas estable-
ciendo las directrices e instrucciones que considere oportunas.

Esta Comisión ajustará su actuación a las disposiciones contenidas en 
el Capítulo II del Título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común y en los artículos 64.6 y 67 del Real Decreto 417/2006, 
de 7 de abril.

Octava. Suspensión del Convenio.–Cuando la Gerencia detecte que 
se ha producido un uso indebido de la información catastral protegida por 
parte del Colegio, o dispusiera de indicios fundados de alguna posible 
infracción de los requisitos y reglas que rigen el acceso a dicha informa-
ción y su difusión, procederá, como medida cautelar, a acordar la suspen-

sión de la vigencia del convenio e iniciará las oportunas comprobaciones 
e investigaciones tendentes a constatar las circunstancias en que se hayan 
producido los hechos de que se trate. El resultado de las comprobaciones 
efectuadas se pondrá en conocimiento de la Dirección General del Catas-
tro, que resolverá según proceda.

Novena. Vigencia, eficacia y denuncia del Convenio.–De conformidad 
con los artículos 66 y 67 del Real Decreto 417/2006, de 7 de abril, el presente 
convenio entrará en vigor desde la fecha de su firma y extenderá su vigencia 
hasta el 31 de diciembre de 2008, prorrogándose tácitamente por sucesivos 
periodos anuales, salvo que sea objeto de suspensión o denuncia.

La denuncia del Convenio podrá formularse por cualquiera de las par-
tes en cualquier momento, previa comunicación a la otra con una antela-
ción mínima de un mes, surtiendo efecto, salvo acuerdo en otro sentido, 
según establece el citado artículo 67, una vez transcurrido dicho plazo.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio en dupli-
cado ejemplar en el lugar y fecha anterior mente indicados.–El Director 
General del Catastro, Ángel Manuel Álvarez Capón, y la Decana del Cole-
gio de Abogados, Milagros Fuentes González. 

 15131 RESOLUCIÓN de 8 de septiembre de 2008, de la Dirección 
General de Coordinación Financiera con las Comunida-
des Autónomas y con las Entidades Locales, por la que se 
autoriza al Ayuntamiento de Madrid, para realizar emi-
siones de deuda pública por un importe total máximo de 
218.282.970 euros.

Ese Ayuntamiento de Madrid solicita autorización para emitir Deuda 
Pública por importe de 218.282.970 euros, con destino a la financiación de 
las inversiones contenidas en el Presupuesto de 2008.

La operación de crédito proyectada se encuentra incluida en las previ-
siones contenidas en el documento único aprobado por el Pleno de la 
Corporación en la sesión celebrada el día 26 de septiembre de 2005, que 
incorpora el Plan económico-financiero, el Escenario de consolidación 
presupuestaria y el Plan de saneamiento financiero, documento adaptado 
posteriormente, con los ajustes que se derivan del convenio con el Canal 
de Isabel II de cesión de uso de las infraestructuras de depuración y alcan-
tarillado, por acuerdo del Pleno de fecha 29 de noviembre de 2005.

El citado documento atendía a lo establecido por el apartado 1 del 
artículo 53 del Real Decreto 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales y por el 
artículo 22 de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad 
Presupuestaria y contiene la previsión de todas las operaciones de crédito 
a formalizar durante su vigencia por el Ayuntamiento de Madrid y por sus 
entes dependientes.

En Resolución de esta Dirección General, de fecha 20 de octubre 
de 2005 se indicaba al Ayuntamiento de Madrid la posibilidad de solicitar 
autorizaciones singulares para cada una de las operaciones crediticias 
previstas, sobre la base del citado plan, una vez que se dispusiera de los 
presupuestos aprobados en los que estuviesen contenidas.

Ese Ayuntamiento acompaña certificación expedida por el Secretario 
General, acreditativa de la aprobación definitiva del presupuesto para el 
ejercicio 2008, en el que consta la consignación, dentro del capítulo IX de 
ingresos, del endeudamiento que se pretende asumir y, dentro de los capí-
tulos de gastos de capital, de las inversiones que se pretenden financiar.

El volumen de endeudamiento que se autoriza con la presente Resolu-
ción coincide con el importe previsto amortizar en el presente ejercicio 
por el propio Ayuntamiento. La previsión de endeudamiento del conjunto 
de entidades incluidas en el plan económico-financiero, a final de ejerci-
cio, considerando la operación proyectada, es del 158,14% de los ingresos 
corrientes.

Del análisis de la liquidación presupuestaria del ejercicio 2007 se 
deduce que no ha sido alcanzado el objetivo de estabilidad propuesto en 
el plan económico-financiero para dicho año, que había previsto una 
necesidad de financiación de 541.046.701 euros. El desequilibrio dedu-
cido de la liquidación presupuestaria 2007, según el Ayuntamiento, ha 
sido de 1.152.641.543 euros, con una desviación negativa respecto a la 
cifra prevista de 611.594.842 euros.

Consta en el expediente el cálculo de la necesidad de financiación en 
la liquidación presupuestaria del ejercicio 2007, realizado por la Interven-
ción General de la Administración del Estado, que fija la misma en 1.531 
millones de euros, lo que supone una desviación negativa con respecto a 
las previsiones del plan económico-financiero de 990 millones de euros.

De conformidad con lo previsto en el apartado 3 del artículo 25 del 
Reglamento de desarrollo de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, de Esta-
bilidad Presupuestaria, en su aplicación a las entidades locales, el Ayunta-
miento de Madrid ha incorporado las siguientes medidas cautelares que 
permiten alcanzar el equilibrio en este año, último de aplicación del Plan 
económico-financiero 2006-2008 en vigor: 


